
BOE núm. 19. Suplemento Miércoles 22 enero 1997 25

Ha decidido

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz Villa Ión, don
Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel Jiménez de Parga V

Sala Primera. Sentencia 210/1996, de 17 de
diciembre de 1996. Recurso de ampa­
ro 2.346/1995. Contra Auto de la Audiencia
Provincial de Alicante que declaró el desis­
timiento del apelante, ahora recurrente en
amparo. Vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva: subsanabilidad de omisión de
requisito procesal.
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Otorgar el amparo V, eA consecuencia:

1.° Reconocer a «Fujitsu España, S.A.», el derecho
a la tutela judicial efectiva.

2.° Restablecerla en su derecho V, a este fin, anular
los Autos de la Sala de lo Social del Tribunal Superior
de Justicia de Castilla V León, de 13 de septiembre V
de 17 de octubre de 1994.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a diecisie~e de diciembre de mil
novecientos noventa V seis.-Alvaro Rodríguez Berei­
jo.-Vicente Gimeno Sendra.-Pedro Cruz Villalón.-Enri­
que Ruiz Vadillo.-Manuel Jiménez de Parga V Cabre­
ra.-Pablo García Manzano.-Firmado y rubricado.

3.° Retrotraer las actuaciones al momento procesal
oportuno para que se resuelva sobre la admisión del
recurso de suplicación, otorgando a la recurrente trámite
para la subsanación del defecto apreciado.

plimiento total del requisito no dispensa al órgano judicial
del deber de conceder un plazo razonable para su sub­
sanación», por lo que «siempre que tales defectos adver­
tidos no tengan su origen en una actitud maliciosa o
consciente del interesado V no dañen la regularidad del
procedimiento, ni el derecho de defensa de la parte con­
traria, se le ha de conceder al recurrente su posibilidad
de subsanación»; «la única omisión insubsanable en rela­
ción con este trámite en que pudiera incurrir el recurrente
sería la de solicitar la habilitación finalizado ya el plazo
de subsanación otorgado al efecto».

4. En el supuesto que ahora enjuiciamos, el Tribunal
consideró, desconociendo la doctrina constitucional. que
la falta de habilitación del Letrado era un defecto insub­
sanable, Vdictó las resoluciones inadmisorias, objeto de
este recurso, sin que le concediera previamente a la
recurrente la posibilidad de subsanar el defecto adver­
tido. Tampoco puede apreciarse en la actuación de ésta
negligencia manifiesta o mala fe. Por consiguiente, la
Sala de lo Social. al inadmitir el recurso sin permitir la
subsanación del defecto, desvirtuó la finalidad del requi­
sito establecido en la Ley procesal V, al denegar el acceso
al recurso, vulneró el derecho fundamental del art. 24.1
C.E., por lo que el amparo debe ser estimado.

2. Lo que se alega como infringido por el actor -in­
sistimos- es su derecho a la tutela judicial efectiva (art.
24.1 C.E.) desde la vertiente del acceso a los recursos
legalmente establecidos. Esta precisión resulta impor­
tante, dado el contenido constitucionalmente distinto
entre el acceso a la jurisdicción Vel acceso a los recursos,
cuya diferencia se proyecta necesariamente en la función
de control que corresponde a este Tribunal respecto de
las resoluciones judiciales que impidan de una u otra
forma el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva.

El derecho a los recursos no se integra en la tutela
judicial efectiva del arto 24 C.E. -excepto en materia
penal-, de modo que el legislador no viene obligado
a diseñar un sistema determinado de recursos. Pero una
vez que la ley ha establecido el pertinente sistema, el
derecho al recurso. en los términos V con los requisitos
establecidos legalmente. pasa a integrar, en principio,
el derecho a la tutela judicial efectiva (SSTC 3/1983,
69/1987,27/199~172/1995).

Nuestra jurisprudencia ha establecido esa distinción
fundamental entre el acceso a la justicia, como elemento
esencial del contenido de la tutela judicial. V el acceso
a los recursos. Está así declarado que «el principio her­
menéutico pro actione no opera con igual intensidad
en la fase inicial del proceso, para acceder al sistema
judicial. que en las sucesivas» (STC 37/1985, funda­
mento jurídico 5.°). «El derecho a poder dirigirse a un
Juez en busca de protección para hacer valer el derecho
de cada quien, tiene naturaleza constitucional por nacer
directamente de la propia Lev suprema. En cambio. que
se revise la respuesta judicial, meollo de la tutela, que
muy bien pudiera agotarse en sí misma, es un derecho
cuya configuración se defiere a las leves. Son, por tanto,
cualitativa V cuantitativamente distintos». (Ibídem).

Por otro lado, este Tribunal ha venido entendiendo
que los requisitos y presupuestos establecidos por las
Leves para recurrir han de ser interpretados y aplicados
teniendo en cuenta la efectividad del derecho consti­
tucional en el que tienen su razón de ser, V por ello
atendiendo a su finalidad. De modo que la mayor o menor
severidad en la exigencia de los mismos guarde pro­
porción de medio a fin, eludiéndose interpretaciones rigo­
ristas que no se correspondan en absoluto con la fina­
lidad de la exigencia legal. Y dentro de esta doctrina
se ha enmarcado el rechazo de formalismos en materia
de firma de Letrado.

Según la STC 139/1987, la exigencia de habilitación
no es un requisito estrictamente procesal V sólo circuns­
tancialmente incide en ese orden. La finalidad de la inter­
vención de Abogado es garantizar V asegurar la mejor
defensa del justiciable. Poca importancia tiene para ase­
gurar esa defensa la habilitación de un Letrado para
actuar ante Tribunales fuera de la sede de su Colegio.
Por ello, la exigencia de este requisito no debe traspasar
los límites de la proporcionalidad, dada la finalidad pre­
tendida. El art. 11.3 LOPJ sólo autoriza a desestimar
por motivos formales cuando el defecto fuera insubsa­
nable. Si el requisito es subsanable, resulta desmesurado
o excesivo, desde la perspectiva constitucional, impedir
el acceso al recurso sin dar la oportunidad de la
subsanación.

3. Apoyada en tales premisas fundamentales, la
doctrina de este Tribunal Constitucional. desde sus SSTC
139/1987 y 177/1989 hasta la más reciente 38/1996,
pasando por otras muchas (SSTC 10/1990, 11/1990,
12/1990, 13/1990, 14/1990, 29/1990, 33/1990,
34/1990,39/1990,99/1990, 116/1990,43/1991,
126/1993, 4/1995) ha venido manteniendo que «la
falta de habilitación del Letrado que fundamentó el Auto
impugnado es subsanable», siendo esta doctrina «de
general aplicación, con independencia de la naturaleza
del recurso». Asimismo. tenemos dicho que «el incum-
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Cabrera y don Pablo García Manzano. Magistrados. han
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.346/95, promovido
por don Juan Antonio Iniesta MoltÓ. Abogado que se
representa a sí mismo y asistido por el Letrado don Eduar­
do Marazuela Burillo contra el Auto de la Audiencia Pro­
vincial de Alicante, de 22 de mayo de 1995. recaído
en el rollo de apelación núm. 417/94. Ha intervenido
el Ministerio Fiscal y don Gonzalo Infante Martínez Prado.
representado por la Procuradora doña Carmen Otero Gar­
cía y defendido por el Letrado don Francisco Zaragoza
Zaragoza. Ha sido Ponente el Magistrado don Enrique
Ruiz Vadillo, quien expresa el parecer de la Sala.

!. Antecedentes

.1. Por escrito presentado el día 23 de junio de 1995
ante el Registro en este Tribunal. don Juan Antonio Inies­
ta Moltó presentó solicitud de amparo ante este Tribunal.

2. Por providencia de 14 de febrero de 1995, se
admitió a trámite el escrito de demanda y se requirió
al Juzgado de Primera Instancia núm. 4, y a la Audiencia
Provincial. ambos de Alicante, a los efectos de que remi­
tieran a este Tribunal testimonio del juicio ejecutivo
núm. 232/93, y del rollo de apelación núm. 417/94.
así como que por el primero. se procediera al empla­
zamiento de aquellos que fueron parte en dicho pro­
cedimiento judicial.

3. Los hechos en los que se fundamenta la demanda
son. sucintamente expuestos, los siguientes:

a) El compareciente junto a la Mercantil «Edificios
San Vicente. S.A.». interpuso. en su día y en legales
tiempo y forma. recurso de apelación frente a la Sen­
tencia recaída en el juicio ejecutivo 232/93 del Juzgado
de 1.a Instancia núm. 4 de Alicante, apelación en la
que se personó el ahora solicitante, en debida forma,
a través del Procurador de losTribunales don Francisco
Vidal Albert.

Desgraciadamente, el citado Procurador falleció el
pasado año. por lo que la Audiencia notificó el hecho
al recurrente. concediéndole un plazo de diez días para
que nombrara nuevo Procurador.

Dentro del plazo conferido al hoy recurrente para el
nombramiento de nuevo Procurador, se personó en
autos la Procuradora de los Tribunales doña María Teresa
Beltrán Reig. aportando poder de representación pro­
cesal conferido. tanto por el compareciente. como por
el otro apelante del procedimiento, la Mercantil «Edificios
San Vicente, S.A.».

Sin embargo. en el escrito que acompañaba el refe­
rido poder. se omitió por error citar en su encabeza­
miento a don Juan Antonio Iniesta Moltó, mencionán­
dose tan sÓlo al primero de los apelantes «Edificios San
Vicente. SA». si bien, en el suplico de dicho escrito
se solicitaba literalmente. que se tuviera a dicho Pro­
curador: «por personado y parte, en la representaciÓn
que ostento, en el rollo de apelaciÓn núm. 417/94 de
la Sección Cuarta de esta Audiencia». La representación
que se ostentaba no era otra. que la que aparecía con­
ferida en el poder de representación procesal. que se
acompañaba a dicho escrito, es decir. tanto la otorgada
por la mercantil como la otorgada por el señor lniesta
MoltÓ.

Pocos días después, y desde el mismo momento en
que la parte ahora recurrente en amparo detectó el refe-

rido error en el escrito por el que se aportaba el poder,
presentó ante la Audiencia Provincial, con fecha 11 de
abril de 1995, un escrito interesando la subsanación
del error padecido.

b) Dicha solicitud fue desestimada mediante pro­
videncia de ra de abril de 1995, en la que la propia
Sala apuntaba la posibilidad de recurrir el Auto. por el
que - se tenía al señor Iniesta Moltó por desistido.

Efectivamente, la Audiencia Provincial notificó con
fecha 2de mayo de 1995, el Auto dictado el día 10
de abril anterior. por el que se tenía por desistido al
apelante don Juan Antonio Iniesta Moltó, por no nombrar
nuevo Procurador en el término acordado al efecto.

e) Frente al anterior Auto. la parte solicitante de
amparo interpuso en legales tiempo y forma recurso de
súplica en el cual. al amparo del derecho fundamental
a la tutela judicial efectiva que consagra el arto 24.1 C.E.,
y de la interpretación que. a raíz de dicho precepto. da
este Tribunal a los arts. 11 y 243 de la Ley Orgánica
del Poder Judicial. se solicitaba la revocación del Auto
de 10 de abril de 1995. y que se dictara nuevo Auto
por el que se tuviera por subsanado el error padecido
en el escrito presentado el 24 de marzo y. en conse­
cuencia. se tuviera por designado nuevo Procurador para
el apelante don Juan Antonio Iniesta Moltó. ordenando
continuar la sustanciación del recurso de apelación por
sus trámites procedentes.

d) El expresado recurso fue resuelto por la Audiencia
mediante Auto de 22 de mayo de 1995, por el que.
desestimándose el mismo se ratificaba la resolución por
la que se declaraba el desistimiento del apelante, y la
firmeza de la Sentencia recaída en primera instancia.
Auto que es objeto de la presente demanda de amparo
constitucional.

4. Contradicho Auto se interpone recurso de ampa­
ro interesando su' nulidad. La representación del soli­
citante de amparo estima que la resolución de la Audien­
cia Provincial de Alicante vulnera el derecho fundamental
del recurrente a obtener la tutela efectiva de los Jueces
y Tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses
legítimos. tal y como está contemplado en el
arto 24.1 C.E.. ya que en dicho Auto se desconoce lo
dispuesto en los arts. 11.3 y 243 de la LOPJ, preceptos
dictados, precisamente. en desarrollo de dicho derecho
fundamental. ya que en el presente caso. la Audiencia
Provincial de Alicante deniega la subsanación de un
defecto meramente formal. privando al solicitante de su
derecho a recurrir en segunda instancia la sentencia que
considera injusta y desfavorable a sus intereses, y ello
a pesar de haberse demostrado por la misma, en todo
momento, una actuación de buena fe y de que el defecto
padecido no produce el más mínimo daño a la parte
contraria ni puede, jamás, considerarse como un ardid
para obtener la más mínima ventaja procesal.

5. Por providencia de 20 de marzo de 1996 se tuvo
por personada a la Procuradora de los Tribunales señora
Otero García. en nombre y representación de don Gon­
zalo Infante Martínez-Prado. acordándose dar vista de
los testimonios recibidos. por plazo común de veinte
días, al Ministerio Fiscal. a la parte personada y a la
representación del recurrente, para que dentro del expre­
sado término. formularan las alegaciones que a su dere­
cho convinieran.

6. Por la representación de don Gonzalo Infante
Martinez-Prado se presentó escrito de alegaciones ante
el registro de este Tribunal, el día 9 de abril de 1996,
el cual se opuso a la pretensión del recurrente en amparo
alegando fundamentalmente, que la misma hace alusión
a UI1 error procesal cometido por dicho solicitante. que
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sólo a él es imputable, no pudiéndose achacar lacomi­
sión del mismo a la Audiencia Provincial por un exceso
de formalismo, sino al propio recurrente, toda vez que
por el mismo se ha procedido a la comisión de una
grave negligencia, no habiéndose ocasionado en defi­
nitiva, la pretendida vulneración constitucional.

7. El Ministerio Fiscal presentó su escrito ante este
Tribunal el día 19 de abril de 1996, conteniendo las
siguientes manifestaciones:

a) La doctrina del Tribunal Constitucional establece
de manera constante, que el derecho a la tutela judicial
efectiva sin indefensión implica, entre otras cosas, la
necesidad de ser oído y, por tanto, citado a juicio, en
aquellos procesos cuyo fallo haya de afectar a los dere­
ch9S o intereses en conflicto, de modo que para dar
cumplida satisfacción al mismo. los órganos judiciales
deben efectuar lo necesario para que no se creen, por
propio error o funcionamiento deficiente, situaciones de
indefensión material. Pero, por contra, corresponde a
las partes intervinientes actuar con la debida diligencia,
sin que pueda alegar indefensión, quien se coloca a sí
mismo en tal situación. o quien no hubiera quedado inde­
fenso de haber actuado con la diligencia razonablemente
exigible (STC 211/1989).

b) De las actuólciones judiciales aportadas se dedu­
ce, claramente, que no ha existido acción u omisión en
la actividad judicial del Tribunal de apelación que sea
la causa de dicha violación, porque el órgano judicial
se ha limitado a aplicar la norma procesal. El plazo para
personarse concedido por la Audiencia, terminaba el día
5 de abril de 1995 presentándose el escrito de per­
sonación dentro de dicho plazo, y el Auto teniéndole
por desistido se dicta el día 10 de abril. presentando
el actor escrito solicitando la subsanación del error el
día 11 de abril de 1995.

La identificación de los sujetos del proceso, en este
caso de quien es apelante; es carga del actor según
doctrina constitucional rei,terada y constante. El escrito
de personación debe determinar clara y terminantemen­
te quién interpone el recurso de apelación y en este
supuesto así lo hace. No existe ningún error en dicho
escrito. ni ningún dato que permita suponer la existencia
de un segundo apelante,· y esta falta en el escrito de
personación no constituye, ni significa en derecho un
mero error material. sino que expresa la existencia de
una única voluntad de apelar, que es la del apelante
que consta en dicho escrito, es decir, falta el elemento
esencial para la interposición de un recurso de apelación,
que es la voluntad de interponerlo. la voluntad de apelar.
y ante esta falta de manifestación de la voluntad de
apelar. el órgano judicial no puede hacer suposiciones
sobre la existencia de otros apelantes, porque en la per­
sonación sólo consta una única voluntad de apelar.

Es cierto que el actor había manifestado su voluntad
de recurrir, y se había personado pero el fallecimiento
del Procurador determinó la necesidad de una nueva
persanación, obligación procesal que no eximía al actor
de manifestar en el nuevo escrito su voluntad de impug­
nar la resolución, ni permitía que los antecedentes fueran
tenidos en cuenta por el Tribunal para acceder a la sub­
sanación, fuera de plazo. de la omisión de dicha voluntad
en el escrito.

c) No se trata de la falta de un dato formal o de
hecho. La no inclusión del actor como apelante en el
escrito de personación supone para el Tribunal. la falta
de la voluntad de apelar de una de las partes, por lo
que respecto al mismo no se constituye la relación pro­
cesal en este recurso. El Tribunal de apelación sólo pue­
de. dados los principios que rigen el proceso civil. supo­
ner existente la voluntad manifestada, dentro del plazo

establecido en el escrito de personación, único medio
que la ley establece para ello.

Las resoluciones del órgano judicial no son arbitrarias,
ni erróneas, sino que responden a la realidad procesal
que contemplan, constituida en este caso. por un escrito
de personación, realizado bajo la dirección técnica de
Letrado y representación de Procurador de los Tribu­
nales, en el que sólo consta la personación de un ape­
lante, que no es el actor. La voluntad de apelar es un
elemento esencial del recurso de apelación, que el órga­
no judicial no puede suponer, ni su falta se puede sub­
sanar fuera del plazo legal, porque si se hiciere. se vul­
nerarían las garantías procesales de la atraparte del
proceso.

d) Esta omisión no es un simple defecto material
ni como pretende el actor, un simple defecto de la per­
sonalidad procesal susceptible de subsanación, sino pre­
cisamente. la falta del recurrente como apelante en el
recurso de apelación. No se puede discutir sobre los
defectos de personalidad de una parte, cuando no existe
dicha parte en el proceso, y esto es lo que sucede en
este supuesto. No es un defecto de personalidad del
recurrente, porque en el recurso de apelación no aparece
como apelante, y no se puede discutir sobre lo que no
está en el proceso. No existe ni aparece la manifestación
de voluntad de recurrir por el actor.

No pueden atribuirse a un error o negligencia del
órgano judicial las consecuencias procesales que las
resoluciones impugnadas producen, sino a un error d.el
propio interesado, consistente en el deficiente cumpli­
miento de los requisitos legales exigidos para personar­
se, lo que constituye una carga del recurrente para la
adecuada formulación de su presencia en el recurso,
y el ejercicio de sus derechos en el mismo. La subsa­
nación de un defecto o érror puede hacerse, según doc­
trina constitucional. cuando el elemento esencial o el
requisito legal. ha sido cumplido por el obligado a ello
por la ley, y falta únicamente la probanza de su cum­
plimiento, pero nunca cuando lo que falta es la reali­
zación de dicho elemento esencial. o requisito.

8. Por la representación del solicitante de amparo
se hicieron las oportunas manifestaciones. que sustan­
cialmente reproducen las contenidas en la correspon­
diente demanda.

9. Por providencia de 16 de diciembre de 1996.
se señaló para la deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 17 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. El recurrente manifiesta en su demanda, solici­
tando el amparo de este Tribunal. que el auto de 10
de abril así como el de 22 de mayo de 1995 confir­
matorio del anterior dictado por la Audiencia Provincial
de Alicante, han vulnerado su derecho fundamental a
obtener la tutela efectiva de los Jueces y Tribunales en
el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos (ex
art. 24.1 C.E). En apoyo de tal solicitud manifiesta que
dicho órgano judicial denegó la petición efectuada de
subsanación de un defecto meramente formal. priván­
dosele de su derecho a recurrir en segunda instancia
una Sentencia que considera no ajustada a Derecho,
a pesar de que en todo momento llevó a cabo una actua­
ción procesal conforme a los principios de la buena fe,
y que el defecto padecido no produce daño a la parte
contraria. ni constituye un ardid para obtener ventaja
procesal alguna. Por ello. el recurrente solicita del Tri­
bunal Constitucional que proceda a dictar una Sentencia
en la que se declare la nulidad de la resolución impug-
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FALLO

,En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

El pleno del Tribunal Constitucional compuesto por
don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don José
Gabaldón López. don Fernando García-Món y Gonzá­
lez-Regueral. don Vicente Gimeno Sendra. don Rafael
de Mendizábal y Allende. don Julio Diego González Cam­
pos, don Pedro Cruz Villa Ión, don Caries Viver Pi-Sunyer,
don Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel Jiménez de Parga

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a diecisiele de diciembre de mil
novecientos noventa y seis.-Alvaro Rodríguez Berei­
jo.-Vicente Gimeno Sendra.-Pedro Cruz Villalón.-Enri­
que Ruiz Vadillo.-Manuel Jiménez de Parga y Cabre­
ra.-Pablo García Manzano.-Firmado y rubricado.

Pleno. Se'ltencia 211/1996, de 17 de di­
ciembre de 1996. Recurso de amparo
2.956/1995. Contra Auto dictado por la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Supremo confirmando el requerimiento para
que la Administración autonómica compare­
ciera en el recurso de casación por medio
de Procurador. Supuesta vulneración del dere­
cho a la tutela judicial efectiva y del principio
de igualdad.

1179

ciales indagaciones, la representación que ostentaba
dicha Procuradora, exclusivamente podía referirse al
poderdante y ahora recurrente en amparo señor Iniesta
Moltó, único apelante que, por consiguiente. mantenía
su impugnación en la segunda instancia. y ello deter­
mina. que no pueda hablarse en el presente caso, de
un defecto de carácter insubsanable. sino que, como
ha quedado expuesto, estamos en presencia de una evi­
dente equivocación, en base a la cual debió darse por
el órgano judicial a la parte procesal que cometió la
misma. la oportunidad de proceder a su subsanación,
máxime cuando es patente que el propio recurrente en
amparo presentó escrito ante dicho órgano judicial. en
el que solicitaba la rectificación de la equivocación come­
tida. conforme a lo dispuesto en los arts. 11.3 y 243
LOPJ. que tienen por finalidad evitar la desestimación
de pretensiones por motivos de forma. cuando como
ocurre en este caso, los mismos sean susceptibles de
ser subsanados.

Ha decidido

Estimar el amparo solicitado por don Juan Antonio
Iniesta Moltó y, en consecuencia:

1.° Reconocer el derecho del recurrente a la tutela
judicial efectiva.

2.° Declarar la nulidad de los Autos dictados por
la Audiencia Provincial de Alicante. de 10 de abril y
22 de mayo de 1995 confirmatorio del anterior.

3.° Restablecerle en la integridad de su derecho.
reponiendo las actuaciones al momento procesal opor­
tuno para que la Audiencia dicte la resolución pro­
cedente.

nada, y que, consecuentemente, restablezca al solicitan­
te en la integridad de su derecho.

2. Es cierto, tal como pone de manifiesto el Minis­
terio Fiscal alegando doctrina constitucional. que corres­
ponde a las partes litigantes actuar con la debida dili­
gencia, sin que pueda alegar indefensión quien se coloca
a sí mismo en tal situación, o quien no hubiera quedado
indefenso de haber actuado con la diligencia razona­
blemente exigible (STC 211/1989, entre otras), recor­
dando a tal efecto, que el principio pro actione no opera
con igual intensidad en la fase inicial del proceso, para
acceder al sistema judicial. que en las suceSivas, con­
séguida que fue una primera respuesta judicial a la pre­
tensión, cuya consecuencia es la sustancia medular de
la tutela judicial efectiva, y la de su contenido esencial.
sin importar 'que sea única, o múltiple, según regulen
las normas procesales el sistema de recursos. No corres­
ponde a este Tribunal. por consiguiente. la interpretación
que ha de darse a la legislación ordinaria, pues esta
función se atribuye en exclusiva a los Tribunales del
orden judicial correspondiente de acuerdo con el
arto 44.1. a). de su Ley Orgánica (STC 274/1993). ni
examinar la interpretación legal hecha por los Tribunales,
salvo que. en cuanto que sea manifiestamente arbitraria
o claramente errónea. o determine una consecuencia
contraria al derecho fundamental (STC 58/1995).

Con independencia de lo que queda dicho., no es
menos cierto que en el presente caso, la providencia
de fech'a 18 de abril de 1995, dictada por la Sección
Cuarta de la Audiencia Provincial de Alicante, rechazó
el escrito fechado el dia 10 de abril de 1995 del hoy
recurrente en amparo. en el que se solicitaba la sub­
sanación de un defecto formal, cual era la omisión, en
el escrito de personación del Procurador. del nombre
del recurrente. y ello sin perjuicio-del recurso que pudiera
interponerse. contra el Auto de 10 de abril de 1995,
en que se acordó tenerle por desistido. Recurrida en
súplica esta resolución, fue desestimada por Auto de 22
de mayo de 1995, al considerar que el error era impu­
table a la parte. La Audiencia Provincial. por consiguiente
ha llevado a cabo una interpretación de las mismas. de
un modo formalísta y rigorísta contrario al derecho fun­
damental a la tutela judicial efectiva.

3. Del examen del escrito presentado ante la
Audiencia Provincial. se evidencia fundamentalmente la
voluntad impugnativa, en relación con el recurso de ape­
lación que interpusieron ambos demandados. la cual que­
da manifestada de manera clara y patente, en cuanto
que por los mismos se formuló dentro del plazo legal­
mente establecido al efecto, el recurso procesal proce­
dente en Derecho, compareciendo en tiempo y forma
ante el Tribunal ad quem para mejorar dicha apelación.
tal como se encuentra prevenido en el art. 395 LEC,
por lo que este órgano jurisdiccional les tuvo como partes
en el citado recurso de apelación.

Pero además, debe tenerse en consideración, que en
el presente caso concurre una circunstancia muy sin­
gular. cual es la consistente en que el escrito presentado
por la Procuradora de los Tribunales señora Beltrá~, 9ue
había sustituido al anterior Procurador por su falleCimien­
to. ante la Audiencia Provincial de Alicante, en 24 de
marzo de 1995, contenía una manifiesta equivocación,
al indicarse en el mismo que dicha Procuradora com­
parecía en nombre y representación de «Edificios San
Vicente S.A.». siendo evidente que al referido escrito
se acompañaba la escritura de poder otorgada preci­
samente por el señor Iniesta Moltó. considerando ade­
más que la apelante «Edificios San Vicente S.A.». ya había
sido tenida por desistida del m,eritado recurso, en virtud
de Auto dictado el día 13 del mismo mes y año por
la Audiencia Provincial, por lo que sin necesidad de espe-


